
PROYECTO DE LEY
El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L E Y

Capítulo I - Creación, Objeto y Domicilio

Artículo 1º.- Créase el Instituto Provincial contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (IProDI) como entidad descentralizada en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 2º.- El IProDI tendrá por objeto elaborar políticas provinciales y acciones concretas para combatir y prevenir la discriminación, la xenofobia y el racismo, impulsando y promocionando los derechos humanos básicos y universales.
Artículo 3º.- El IProDI funcionará físicamente en el ámbito de la ciudad de La Plata, pudiéndose desplegar con sedes en todo el territorio provincial, adecuándose a las necesidades de la población y demandas de los municipios.
Capítulo II - Atribuciones y Funciones

Artículo 4º.- Corresponde al IProDI:

a) Actuar como organismo de aplicación de la presente ley, velando por su cumplimiento y la consecución de sus objetivos, a través del análisis de la realidad provincial en materia de discriminación, xenofobia y racismo y la elaboración de informes y propuestas con respecto a dichos temas;

b) Articular con la Secretaria de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires en todo lo que considere conveniente y con el Instituto Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) en la aplicación provincial de los principios normados por la Ley 23.592, normas concordantes y complementarias, así como también en los resultados de los estudios que realice o promueva y en las propuestas que se formulen;
c) Diseñar y velar por la aplicación de las Leyes normativas provinciales relacionadas a la prevención de la discriminación, la xenofobia y racismo

d) Diseñar e impulsar campañas educativas tendientes a la valorización del pluralismo social y cultural, y a la eliminación de actitudes discriminatorias, xenofóbicas o racistas; participando en la ejecución de esas campañas;

e) Recopilar y mantener actualizada la información sobre el Derecho Nacional, Internacional y extranjero en materia de discriminación, xenofobia y racismo, estudiar esos materiales y elaborar informes comparativos sobre los mismos;

f) Recibir y centralizar denuncias sobre conductas discriminatorias, xenofóbicas o racistas y llevar un registro de ellas;

g) Constituir un registro en el que se reunirán todos los documentos, pruebas y evidencias vinculadas con los objetivos del IProDI;

h) Brindar un servicio de asesoramiento integral y gratuito para personas o grupos discriminados o víctimas de xenofobia o racismo;

i) Proporcionar patrocinio gratuito y, a pedido de parte interesada, solicitar vistas de las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los temas de su competencia;

j) Proporcionar al Ministerio Público y a los tribunales judiciales asesoramiento técnico especializado en los asuntos relativos a la temática de su competencia;

k) Informar a la opinión pública sobre actitudes y conductas discriminatorias, xenofóbicas o racistas que pudieran manifestarse en cualquier ámbito de la vida provincial, especialmente en las áreas de educación, salud, acción social y empleo; provengan ellas de autoridades públicas o entidades o personas privadas;

l) Establecer vínculos de colaboración con organismos nacionales o extranjeros, públicos o privados, que tengan similares objetivos a los asignados al presente Instituto;

m) Celebrar convenios con organismos y/o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, a efectos de propender a dar cabal cumplimiento a los objetivos asignados a este Instituto.

Capitulo III - Autoridades

Sección Primera - Órganos
Artículo 5º.- El IProDI estará dirigido y administrado por un Directorio, asistido por un Consejo Asesor con funciones consultivas.

Sección Segunda - Directorio

Artículo 6º.- El Directorio estará integrado por siete miembros: un (1) Presidente, un (1) Vicepresidente y cinco (5) Directores.

Artículo 7º.- El Presidente y Vicepresidente serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta en terna por la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires en conjunto con Organizaciones de la Sociedad Civil inscriptas en un Registro especial publico que se llevará en el Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno conforme establezca la reglamentación de la presente Ley. 
Artículo 8º.- El Directorio estará integrado por cinco miembros. Dos directores serán representantes del Poder Ejecutivo Nacional, correspondiendo uno a cada uno de los siguientes Ministerios: de Justicia y de Educación. Las designaciones deberán recaer en uno de los subsecretarios de cada Ministerio y serán efectuadas por el Ministro o Ministra respectivo.

Los tres Directores restantes serán representantes de Organizaciones de la Sociedad Civil que cuenten y den cuentas públicamente de reconocida trayectoria en la lucha por los derechos humanos, contra la discriminación, la xenofobia y el racismo y se encuentren incorporadas en un registro especial público que se creará a tal efecto. Serán designadas por el Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno a propuesta de las Organizaciones no Gubernamentales inscritas en el Registro previsto en este artículo y que resulten sorteadas. Durarán cuatro años en sus cargos.

Artículo 9º.- El Directorio tiene a su cargo la dirección y supervisión de las actividades del Instituto, y corresponde al mismo:

a) Establecer los planes y programas de actividades del Instituto;

b) Crear centros de estudios y capacitación; otorgar becas y promover la realización de estudios e investigaciones relacionadas con los fines del organismo;

c) Aprobar su reglamento interno y dictar las normas relativas a la gestión administrativa y específica del Instituto;

d) Proponer el presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y cuentas de inversión y elevarlo a las autoridades competentes para su aprobación;

e) Aprobar la memoria y balance general al finalizar cada ejercicio;

f) Elaborar y aprobar el reglamento interno del Consejo Asesor;

g) Autorizar, de acuerdo con la normativa vigente en la materia, la contratación de servicios para la realización de tareas especiales que no puedan ser realizadas por el personal del organismo.

Artículo 10º.- El Directorio deberá sesionar por lo menos una vez por mes. La convocatoria la realizará el Presidente por medios fehacientes. Para sesionar y adoptar decisiones se requerirá como mínimo la presencia de cuatro (4) miembros. Las decisiones se adoptarán por el voto de más de la mitad de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente tendrá doble voto.

Sección Tercera - Presidente y Vicepresidente

Artículo 11º.- Corresponde al Presidente:

a) Coordinar y conducir el conjunto de las actividades del Instituto a efectos de lograr el mejor cumplimiento de los fines de la Ley Nacional Nº 23.592, sus concordantes y complementarias, y de la presente;

b) Nombrar, promover, remover y aplicar sanciones disciplinarias al personal rentado del organismo, así como asignarle tareas y controlar su desempeño;

c) Administrar los fondos del Instituto y llevar el inventario de todos sus bienes, de acuerdo con las normas establecidas por el Directorio y la legislación vigente en la materia;

d) Ejercer la representación legal del Instituto en todos sus actos, pudiendo a tales fines delegar sus atribuciones en cualquier miembro del Directorio, y otorgar mandatos generales o especiales;

e) Convocar y presidir las reuniones del Directorio, con voz y voto;

f) Invitar a participar en las reuniones de Directorio, con voz pero sin voto, a los miembros del Consejo Asesor y representantes de sectores interesados cuando esté previsto tratar temas específicos de sus áreas de acción;

g) Proponer al Directorio, con la previa conformidad del Consejo Asesor, los planes y programas de actividades del Instituto;

h) Proponer al Directorio la creación de nuevas funciones, así como la modificación, ampliación o supresión de las existentes, y la celebración de convenios acordes con la finalidad del Instituto;

i) Elaborar propuestas y documentos sobre todos los demás asuntos que sean competencia del Directorio; pudiendo adoptar por sí mismo decisiones cuando justificadas razones de urgencia lo exijan, debiendo dar cuenta de ello al Directorio en la primera reunión que se celebrase;

j) Elaborar y proponer al Directorio, para su aprobación, el reglamento interno del Consejo Asesor;

k) Proponer al Directorio la estructura orgánica-funcional del Instituto;

l) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Directorio le delegue o encomiende.

Artículo 12º.- El Vicepresidente desempeñará las funciones que el Presidente le delegue o encomiende, y lo reemplazará en caso de ausencia, impedimento o vacancia del cargo.

Sección Cuarta - Consejo Asesor

Artículo 13º.- El Consejo Asesor estará integrado por un máximo de ocho (8) miembros, que se desempeñarán con carácter "ad honorem". Serán designados por el Directorio y durarán cuatro (4) años en sus funciones.

Las designaciones deberán recaer en personas representativas de Organizaciones no Gubernamentales y que cuenten con reconocida trayectoria en la lucha por los derechos humanos y contra la discriminación, la xenofobia y el racismo. Deberán además estar inscriptos en el Registro Publico mencionado en el artículo 8º.
El conjunto de los miembros del Consejo Asesor deberá reflejar la variedad de áreas o sectores afectados por las problemáticas de la discriminación, la xenofobia y el racismo.

Artículo 14º.- Corresponderá al Consejo Asesor proporcionar al Directorio asesoramiento sobre los asuntos de competencia del IProDI, ante consultas concretas o por propia iniciativa.

Capítulo IV - Recursos

Artículo 15º.- Los recursos del IProDI se integrarán con:

a) Las partidas que se le asignen en el Presupuesto Provincial.
b) Los legados y donaciones que reciba, los cuales quedarán exentos de todo tributo, cualquiera sea su naturaleza;

c) Todo tipo de aporte, subsidio o contribución en dinero o en especie proveniente de entidades oficiales o privadas; ya sean de equipamiento, gastos de funcionamiento o programas de actividades;

d) Los intereses y rentas de sus bienes, el producto de la venta de publicaciones o de la cesión de derechos de propiedad intelectual;

e) Todo otro ingreso compatible con la naturaleza y finalidades del organismo.
Capítulo V - Disposiciones Finales

Artículo 17º.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley y adoptará las medidas necesarias para que el IProDI se halle constituido y en funcionamiento en un plazo no mayor de noventa (90) días a partir de la fecha de promulgación de la presente.

La reglamentación deberá incluir las causales de remoción de los miembros del Directorio y del Consejo Asesor.

FUNDAMENTOS
La discriminación se encuentra instalada de manera estructural en nuestra sociedad, adoptando formas nuevas y complejas. Si bien sabemos que la humanidad es variada -que nacemos con diferentes rasgos y distintos colores de piel, que continuamos emigrando de un lado a otro del planeta y que transcurrimos por las etapas del ciclo vital con aptitudes e identidades diversas- parecemos empecinados en hacer de la diferencia social o física un argumento para la hostilidad y la marginación.

Nuestro país no es la excepción. En la Argentina del nuevo milenio convive la discriminación por razones étnicas, políticas, religiosas, económicas con nuevas formas de marginación e intolerancia. A su vez, la discriminación se proyecta en la negación de los derechos básicos de las personas a la salud, el trabajo, la educación, la seguridad, el respeto a la dignidad y a la identidad cultural.
Nuestra Constitución Nacional posee diversos artículos antidiscriminatorios entre los que se pueden destacar el art. 16 (“…todos los habitantes son iguales ante la ley…”), art. 33 (“Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no serán entendidos como negación de otros derechos…”), art. 75 inc. 23 (“Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos…”) entre otros. 
La Constitución de la Provincia de Buenos Aires menciona en su articulo 10 que “todos los habitantes de la Provincia son, por su naturaleza, libres e independientes y tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su vida, libertad, reputación, seguridad y propiedad…”. En el mismo sentido, el Articulo 11 de la Carta Magna Provincial menciona que “La Provincia no admite distinciones, discriminaciones ni privilegios por razones de sexo, raza, religión, nacionalidad, lengua, ideología, opinión, enfermedades de riesgo, características físicas o cualquier otra condición amparada por las normas constitucionales.


Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social”.
El Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) es un organismo descentralizado que fue creado mediante la Ley Nº 24.515 en el año 1995 y comenzó sus tareas en el año 1997. Desde el mes de marzo de 2005, por Decreto Presidencial Nº 184, se ubicó en la órbita del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación.

Las acciones del INADI están dirigidas a todas aquellas personas cuyos derechos se ven afectados al ser discriminadas por su origen étnico o su nacionalidad, por sus opiniones políticas o sus creencias religiosas, por su género o identidad sexual, por tener alguna discapacidad o enfermedad, por su edad o por su aspecto físico. Sus funciones se orientan a garantizar para esas personas los mismos derechos y garantías de los que goza el conjunto de la sociedad, es decir, un trato igualitario. 

Un informe realizado por el INADI indica que más de un tercio de la población del Conurbano (36,3%) dice haber sufrido directamente algún tipo de discriminación -porcentaje superior al que se verificara en la Ciudad de Buenos Aires donde alcanzaba al 28,9% de las/os encuestadas/os-. Cuando la pregunta se refiere a haber presenciado hechos de este tipo, más de la mitad responde afirmativamente y las proporciones se aproximan significativamente a las de Ciudad de Buenos Aires (56% para el GBA y 54,6% para la CABA). 
En el interior de la Provincia los datos indican que cerca del 20% de las/os habitantes del interior bonaerense manifiestan haberse sentido discriminada/o alguna vez. 

Entre quienes afirman haber sido víctimas de un acto de discriminación, se destacan las mujeres, los jóvenes y los ciudadanos de nivel socieconómico bajo y con escasa instrucción. 
Respecto a las formas de discriminación sufridas o presenciadas en el GBA, tienen como principales causas la nacionalidad -en su mayoría orientada hacia inmigrantes de países limítrofes-, el nivel socioeconómico –pobreza-, el color de piel y la obesidad. Estas causas coinciden con las de la CABA, pero con la salvedad de que los conceptos estéticos (obesidad o sobrepeso) figuran como una cuarta causa, siendo el tercer tipo de discriminación el color de la piel. En la pregunta sobre la estimación de las principales prácticas discriminatorias, la obesidad, sin embargo, vuelve a ocupar un importante segundo lugar después de las personas pobres y casi en igualdad con las personas con enfermedades contagiosas. 
Durante la Conferencia Mundial contra la Discriminación, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia en Durban (Sudáfrica) en el año 2001, nuestro país se comprometió a elaborar un Plan Nacional contra la Discriminación que fue elaborado y aprobado mediante el Decreto N° 1086/05 como política estatal orientada a la lucha contra la discriminación, la xenofobia y el Racismo. 
Entendemos que una sociedad que practica la discriminación y la desigualdad en el tratamiento de las personas no sólo es injusta sino que también pierde su potencial de desarrollo.

La lucha contra la discriminación es un viejo ideal humanitario y su eliminación aparece como una meta siempre inalcanzable. Debemos comprender que la sociedad humana se enriquece, en todo sentido, cuando reconoce su pluralidad y no cuando se divide entre sí por prejuicios, miedos infundados o competencias inútiles. 

Aspiramos a la promoción de una cultura de la no-discriminación. Kliksberg señala que “los grupos desfavorecidos tienen valores que les dan identidad. Su irrespeto, o marginación, pueden ser totalmente lesivos a su identidad y bloquear las mejores propuestas productivas. Por el contrario, su potenciación y afirmación pueden desencadenar enormes potenciales de energía creativa”. Compartimos esta idea y por eso creemos que combatir la discriminación es un deber del Estado y un compromiso de todos.

Como dice el Plan Nacional contra la Discriminación elaborado por el INADI, la extraordinaria manifestación cultural de nuestro continente y de la Argentina es fruto de siglos de movimientos de población y mestizajes que han valorizado a la sociedad. A la vez, nuestras sociedades también han padecido actitudes y prácticas discriminatorias respecto de muchos de los grupos que conforman su acervo identitario. La discriminación se proyecta en la negación de los derechos fundamentales, de salud, trabajo, educación, seguridad, respeto a la dignidad individual y la identidad cultural. Una sociedad que practica la discriminación y la desigualdad es una sociedad injusta y antidemocrática que pierde su potencial de desarrollo y crecimiento.

Ahora bien, si se acepta que las prácticas discriminatorias son producto de los modos históricos en que se construyen los procesos de identidad y “normalización” de cada Estado, queda claro que su complejidad y persistencia justifican que se tengan en cuenta las perspectivas y modos de percepción de los diversos grupos que integran nuestra sociedad. 
La idea de la creación de un Instituto Provincial que se aboque exclusivamente a las profundas problemáticas de discriminación, xenofobia y racismo que sufre nuestra provincia tienden a mejorar la realidad que viven muchos ciudadanos y ciudadanas cuyos derechos son vulnerados cotidiana y arbitrariamente.
Es por eso que le solicito a los señores legisladores que me acompañen con el presente proyecto de Ley

